
Señores 

JUZGADO/TRIBUNAL (REPARTO) 

Honorables Jueces y/o Magistrados 

E. S. D. 

 

 

REF: ACCION DE TUTELA – MEDIDA CAUTELAR 

 

ACCIONANTE:  HECTOR SANTANA CALA 

 

ACCIONADOS:  REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL. 

    CONCEJO NACIONAL ELECTORAL. 

 

HECTOR SANTANA CALA, mayor de edad, identificado con la cedula de 

ciudadanía No 91.246.104, obrando en nombre propio, mediante el presente y en 

ejercicio del Derecho Constitucional contemplados en los 13, 40 y 86 de la 

Constitución Política de Colombia y de conformidad con los decretos 2591 de 

1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, así como de los Artículos 23 y 24 de la 

Convención Iberoamericana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) 

mediante el presente documento presento ACCION DE TUTELA, contra EL 

CONSEJO NACIONAL ELECTORAL y la REGISTRADURIA NACIONAL DEL 

ESTADO CIVIL con el fin de que se me protejan mis derechos fundamentales a, 

elegir y ser elegido y el derecho a la igualdad, conforme a los siguientes hechos 

que a continuación relaciono. 

 

HECHOS 

 

PRIMERO: A inicio del mes de mayo de la presente anualidad, fui convocado por 

el Movimiento “Fuerza Ciudadana”, a hacer parte de una lista de Precandidatos 

a la Cámara de Representantes por Santander, en virtud que reúno los requisitos 

establecidos en el Artículo 177 de la Constitución Política de Colombia, entré a 

formar parte de un grupo de veinticuatro (24) personas quienes aceptamos dicha 

convocatoria. 

 

SEGUNDO: Dado que el número de curules establecidos para la Cámara de 

Representantes por el Departamento de Santander es de siete (7) curules y cada 

uno de los veinticuatro (24) convocados reunimos las condiciones 

Constitucionales para acceder como candidato, se tomo la decisión, en consenso, 

que fuera la ciudadanía quien eligiera a través de una consulta abierta que se 

llevaría a cabo de manera virtual del 04 al 27 de junio del 2021, quien eligiera 

mediante su voto virtual a las siete (7) personas que conformarían la lista que se 

inscribiría ante la Registraduría Nacional del Estado Civil como candidatos. 

 

TERCERO: La ciudadanía respondió al llamado que se hizo para la elección 

virtual y es así que diez mil cuatrocientas dieciséis (10.416) personas votaron 

virtualmente por las veinticuatro (24) personas que colocamos nuestros nombres 

a dicha elección y de esta forma se escogió los siete (7) que iríamos a conformar la 

lista, quedando mi nombre en la quinta (5) posición con un total de setecientos 

seis (706) votos virtuales. 

 

CUARTO: El día 03 de agosto de 2021, el grupo de los siete (7) ciudadanos que 

fuimos elegidos por un grupo de ciudadanos para conformar la lista a la cámara 

de representantes por Santander por el Movimiento “Fuerza Ciudadana”, nos 

dirigimos a la Registraduría Nacional del Estado Civil de Santander con el 

propósito de registrar la lista y recibir las instrucciones para el proceso de 

validación de la misma. 

 

QUINTO: Tratándose de que la lista se registró por un comité inscriptor, nos 

someten a lo estipulado en la Resolución No 2106 del 12 de marzo de 2021 

expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil “Por la cual se 

reglamenta el procedimiento para el registro de los comités inscriptores de 

candidaturas apoyadas por grupos significativos de ciudadanos, 



movimientos sociales y promotores del voto en blanco, así como para la 

verificación de las firmas de apoyo presentadas por los mismos, para las 

elecciones del congreso de la republica a celebrarse el 13 de marzo de 

2022”, especialmente lo estipulado en el Artículo Sexto de la misma así: 

 

“ARTICULO SEXTO: NUMERO DE APOYOS REQUERIDOS. - Los grupos 

significativos de ciudadanos, movimientos sociales y promotores del voto en 

blanco deberán reunir un número de firmas validas equivalentes al menos al 

20% del resultado de dividir el número de ciudadanos aptos para votar en la 

respectiva circunscripción electoral entre el numero de curules por proveer. 

En ningún caso se exigirán más de cincuenta mil (50.000) firmas”.  

 

En este punto, es importante resaltar que dicha disposición es requisito general 

para inscribir listas al Congreso de la Republica, esto es, sin discriminar entre 

Senado de la Republica y Cámara de Representantes.  

 

Con base en lo anterior, se nos manifestó que el numero de firmas validas a 

presentar ante la Registraduría Nacional del Estado Civil es de CINCUENTA MIL 

(50.000) firmas dado el resultado de la ecuación matemática que ordena tal 

disposición al tener en cuenta que en el Departamento de Santander el potencial 

electoral es de Un millón setecientos sesenta y nueve mil ochocientos catorce 

(1.769.814) votantes y el numero de curules es de siete (7) curules. 

 

1.769.814/7 = 252.830 x 20% = 50.566 

 

Y para el efecto de recolección de firmas la Registraduría Nacional del Estado 

Civil, nos hizo entrega del siguiente formato, el cual trae implícitas las 

condiciones de recolección de firmas. 

 

 
 

 
 

 



SEXTO: Mediante Resolución No 2098 del 12 de marzo de 2021, “Por el cual se 

fija el calendario electoral para las elecciones de Congreso de la Republica 

que se realizaran el 13 de marzo de 2022” expedida por la Registraduría 

Nacional del Estado Civil, se estableció como fecha el día 13 de noviembre de 

2021 como vencimiento del término para el registro de los comités inscriptores de 

candidaturas apoyadas por grupos significativos de ciudadanos y movimientos 

sociales y comités promotores del voto en blanco. 

 

SEPTIMO: Con base en la ecuación matemática que se estableció para solicitar el 

número de firmas válidas a presentar, que es el 20% del potencial electoral 

dividido por el número de curules, me he dado a la tarea de realizar el siguiente 

cuadro. 

 

CUADRO 1 DE POTENCIAL ELECTORAL Y CURULES POR DEPARTAMENTOS AL CONGRESO - CAMARA DE REPRESENTANTES 

DEPARTAMENT0 
POBLACION 

(*2) 

POTENCIAL 
ELECTORA 

(*1) CURULES 

NUMERO 
DE 

FIRMAS 
VALIDAS 
TOTALES 

NUMERO DE 
FIRMAS POR 

CURUL 

PORCENTAJE 
DE FIRMAS 

VALIDAS 
TOTALES POR 

POTENCIAL 
ELECTORAL 

PORCENTAJE 
DE FIRMAS 

VALIDAS 
POR CURUL 

POR 
NUMERO DE 

FIRMAS 
VALIDAS 
TOTALES 

PORCENTAJE 
DE FIRMAS 
VALIDAS 
POR CURUL 
POR 
POTENCIAL 
ELECTORAL 

AMAZONAS 79.020 51.636 2 5.164 2.582 10,00% 50,00% 5,0004% 

GUAINIA 50.636 31.188 2 3.119 1.560 10,00% 50,02% 5,0019% 

CASANARE 435.195 301.721 2 30.172 15.086 10,00% 50,00% 5,0000% 

CAQUETA 410.521 308.097 2 30.809 15.404 10,00% 50,00% 4,9997% 

PUTUMAYO 359.127 238.436 2 23.843 11.921 10,00% 50,00% 4,9997% 

ARAUCA 294.206 211.808 2 21.180 10.590 10,00% 50,00% 4,9998% 

CHOCO 544.764 328.997 2 32.898 16.450 10,00% 50,00% 5,0000% 

GUAVIRE 86.657 62.504 2 6.250 3.125 10,00% 50,00% 4,9997% 

SAN ANDRES Y 
PROVIDENCIA 63.692 51.145 2 5.114 2.557 10,00% 50,00% 4,9995% 

VICHADA 112.958 52.556 2 5.255 2.628 10,00% 50,01% 5,0004% 

VAUPES 44.712 23.343 2 2.324 1.162 9,96% 50,00% 4,9779% 

LA GUAJIRA 965.718 643.547 2 50.000 25.000 7,77% 50,00% 3,8847% 

SUCRE 949.252 727.412 3 48.494 16.165 6,67% 33,33% 2,2223% 

QUINDIO 555.401 487.097 3 32.473 10.825 6,67% 33,34% 2,2223% 

META 1.063.454 770.714 3 50.000 16.667 6,49% 33,33% 2,1625% 

HUILA 1.122.622 877.934 4 43.897 10.974 5,00% 25,00% 1,2500% 

CESAR 1.295.387 865.870 4 43.293 10.823 5,00% 25,00% 1,2500% 

RISARALDA 961.055 827.012 4 41.350 10.338 5,00% 25,00% 1,2500% 

CAUCA 1.491.937 1.012.761 4 50.000 12.500 4,94% 25,00% 1,2342% 

NARIÑO 1.627.589 1.173.680 5 46.947 9.389 4,00% 20,00% 0,8000% 

MAGDALENA 1.427.026 1.017.886 5 40.715 8.143 4,00% 20,00% 0,8000% 

CALDAS 1.018.453 809.870 5 32.394 6.479 4,00% 20,00% 0,8000% 

NORTE DE 
SANTANDER 1.620.318 1.294.507 5 50.000 10.000 3,86% 20,00% 0,7725% 

CORDOBA 1.828.947 1.315.318 5 50.000 10.000 3,80% 20,00% 0,7603% 

BOYACA 1.242.731 991.112 6 33.037 5.506 3,33% 16,67% 0,5555% 

TOLIMA 1.339.998 1.109.411 6 36.980 6.163 3,33% 16,67% 0,5555% 

BOLIVAR 2.180.976 1.685.282 6 50.000 8.333 2,97% 16,67% 0,4945% 

SANTANDER 2.280.908 1.769.814 7 50.000 7.143 2,83% 14,29% 0,4036% 

ATLANTICO 2.722.128 2.002.409 7 50.000 7.143 2,50% 14,29% 0,3567% 

CUNDINAMARCA 3.242.999 2.017.684 7 50.000 7.143 2,48% 14,29% 0,3540% 

VALLE DEL CAUCA 4.532.152 3.661.772 13 50.000 4.333 1,37% 8,67% 0,1183% 

ANTIOQUIA 6.677.930 5.021.420 17 50.000 2.941 0,99% 5,88% 0,0586% 

BOGOTA D.E. 7.743.955 6.017.940 18 50.000 2.778 0,83% 5,56% 0,0462% 

 

(*1) datos tomados de la página de la Registraduría Nacional del Estado Civil 

(*2) datos tomados de la página del DANE. 



OCTAVO: Como se pone de manifestó en el punto QUINTO de este escrito, la 

Resolución 2106 del 12 de marzo de 2021 expedida por la Registraduría Nacional 

del Estado Civil, en su encabezado, así como en el Artículo SEXTO de la misma, 

no establece diferencia entre Senado de la Republica y Cámara de Representantes 

lo cual indica que la generalidad es “Congreso de la Republica” y que el número 

de firmas tanto del uno como del otro no se puede obligar a que exceda de 

CINCUENTA MIL (50.000) firmas válidas, sin tener en cuenta que para Senado de 

la Republica se puede registrar listas con un número total de CIENTO SIETE 

(107) curules CIRCUNSCRIPCION NACIONAL y para la Cámara de 

Representantes este varía según la población que tenga el respectivo 

Departamento y su CIRCUNSCRIPCION ES DEPARTAMENTAL. 

Con esta premisa he realizado el siguiente cuadro donde se describe lo 

correspondiente al Senado de la Republica – Congreso de la Republica. 

 
CUADRO 2 POTENCIAL ELECTORAL Y CURULES CONGRESO SENADO DE LA REPUBLICA   

POBLACION 

POTENCIAL 
ELECTORAL 
(*) CURULES 

NUMERO 
DE 
FIRMAS 
VALIDAS 
TOTALES 

NUMERO 
DE 
FIRMAS 
POR 
CURUL 

PORCENTAJE 
DE FIRMAS 
VALIDAS 
TOTALES 
POR 
POTENCIAL 
ELECTORAL 

PORCENTAJE 
DE FIRMAS 
VALIDAS POR 
CURUL POR 
NUMERO DE 
FIRMAS 
VALIDAS 
TOTALES 

PORCENTAJE 
DE FIRMAS 
VALIDAS 
POR CURUL 
POR 
POTENCIAL 
ELECTORAL 

50.372.424 38.636.035 102 50.000 490 0,129% 0,980% 0,001% 

 

(*) dato tomado de la pagina de la Registraduría Nacional del Estado Civil  

 

NOVENO: En el CUADRO 1, se evidencia la disparidad en el potencial electoral 

de cada uno de los Departamentos del país, y en el caso particular del 

Departamento de Santander, del cual aspiro a poder acceder a ser candidato a la 

Cámara de Representantes, este se encuentra en desventaja de potencial electoral 

con los Departamentos de Atlántico, Cundinamarca, Valle del Cauca, Antioquia y 

el Distrito Especial de Bogotá. 

 

Esto hace que, independientemente del número de firmas válidas, que para todos 

estos casos es de CINCUENTA MIL (50.000), no se compadezca por ejemplo con la 

menor posibilidad que tengo frente a un aspirante a candidato a la Cámara de 

Representantes por el Distrito Especial de Bogotá, ya que este, para lograr su 

objetivo, solo tendría que abordar al 0,0463% (2.778 firmas) de la población 

votante y en mi caso particular tendría que abordar al 0,4035% (7.143 firmas) de 

la población votante de mi Departamento, lo anterior teniendo en cuenta que el 

potencial electoral de Bogotá es de 6.017.940 votantes y el de Santander es de 

1.769.814 votantes. 

 

En lo que corresponde a la lista completa de curules, siendo la lista de mi 

Departamento de Santander más pequeña en número (siete curules) que la de los 

Departamentos mencionados frente al potencial electoral, nos obliga a abordar a 

un porcentaje mayor de población esto es el 2,83% del potencial electoral frente a 

Atlántico 2,50%, Cundinamarca 2,48%, Valle del Cauca 1,37%, Antioquia 0,99% 

y Bogotá D.E. 0,83%, ubicándose estos últimos en una marcada ventaja al poder 

acceder a la opción de ser candidatos a la Cámara de Representantes por sus 

respectivos Departamentos de forma más sencilla, en una evidente violación al 

derecho a la igualdad y limitación al derecho de elegir y ser elegidos. 

 

DECIMO:  En el CUADRO 2, se hace aún más evidente la violación que recibo a 

mi derecho a la igual y la limitación a mi derecho de elegir y ser elegido ya que, 

mientras en mi caso particular, para ser candidato a la Cámara, de 

Representantes por Santander, debo acceder al 0,4035% (7.143 firmas) de un 

potencial electoral de 1.769.814 votantes, un aspirante a candidato a candidato 

al Senado de la republica que integre una lista de 102 aspirantes, solo debe 

abordar y acceder al 0.001% (490 firmas) del potencial electoral,  que para su 

caso, es de 38.636.035 votantes, evento este que se agrava aún más si se tiene en 

cuenta que la circunscripción electoral, en mi caso, es a nivel Departamental y en 



el caso del aspirante a candidato a Senador de la Republica su circunscripción es 

a nivel Nacional limitando mi posibilidad de acceder al derecho de elegir y ser 

elegido. 

 

En lo que concierne a la lista completa para aspirantes a candidatos a la Cámara 

de Representantes, en el caso del Departamento de Santander que es de siete 

curules, tendríamos que acceder al 2.83% (50.000 firmas) de la población votante 

del Departamento de Santander frente al 0.129% (50.000 firmas) de la población 

votante a nivel nacional que debe presentar la lista de aspirantes a candidatos al 

Senado de la Republica siendo esta lista de máximo 102 curules. 

 

DECIMO PRIMERO: Como es fácilmente notorio con el análisis que se hizo, se 

viola el derecho a la igualdad al aplicar la ecuación del 20% del total del potencial 

electoral dividido en el numero de curules a proveer sin que esta pueda exceder 

de CINCUENTA MIL (50.000) firmas, ya que como se demostró con el CUADRO 1 

y el CUADRO 2, dicha igualdad se distorsiona al no tener en cuenta que entre 

menor sea el potencial electoral del Departamento y menor sea el numero de 

curules a proveer por Departamento, esto constituye un mayor esfuerzo frente a 

los Departamentos que su potencial electoral es mayor así como en número de 

curules a proveer y que decir de los aspirantes a candidatos a Senador de la 

Republica donde es aún más evidente tal desigualad. 

 

Solo como un ejemplo palpable de desigualdad de esta norma lo constituye lo 

siguiente: si tomamos el Departamento de la Guajira, donde su potencial electoral 

es de 643.547 votantes y solo tiene asiento 2 curules en la Cámara de 

Representantes, suena obvio que es casi imposible que se presenten listas de 

candidatos por firmas, ya que estos tendrían que conseguir para su propósito las 

mismas CINCUENTA MIL (50.000) firmas que se requiere para el Distrito Especial 

de Bogotá y se tendría, en el caso de la guajira que acceder al 7.76% de la 

población votante teniendo cada aspirante a candidato a la Cámara de 

Representantes que conseguir el 50% del total de votos válidos esto es 

VEINTICINCO MIL (25.000) firmas válidas entre ese número pequeño de 

población votante, lo cual no es igual a conseguir 2.778 firmas de un aspirante a 

candidato a la Cámara de Representantes por el Distrito Especial de Bogotá en 

una población de mas de SEIS MILLONES (6.000.000) de votantes. 

 

DECIMO SEGUNDO: El proceso de recolección de firmas requiere de una logística 

que implica una inversión económica y al no establecerse mecanismos de 

igualdad, hace que la inversión que se haga en ella sea dispar porque, mientras 

unos no necesitan invertir sus recursos en este propósito como es el caos de los 

aspirantes a candidatos a Senado de la Republica, donde cada uno de los 102 

aspirantes que podrían conformar una lista requiere solo CUATROCIENTAS 

NOVENTA (490) firmas válidas, en mi caso particular para recolectar las SIETE 

MIL CIENTO CUARENTA Y TRES (7143) firmas válidas, esto es el resultado de 

dividir las CINCUENTA MIL (50.000) firmas válidas entre los siete (7) aspirantes a 

candidatos a la Cámara de Representes por el Departamento de Santander,  

tendría que invertir recursos económicos y esto limita el acceso a la posibilidad de 

aspirar, teniendo en cuenta que este proceso no cuenta con el respaldo 

económico por parte del Estado y aun teniendo la preparación y el derecho 

constitucional de elegir y ser elegido. 

 

DECIMO SEGUNDO: Además de lo mencionado, no se tuvo en cuenta que en los 

actuales momentos estamos atravesando por una emergencia sanitaria provocada 

por la pandemia del coronavirus COVID -19 y eso hace que la población sea 

renuente a este tipo de procesos, mas donde aún existe la prevención ante 

posibles contagios que implica el acceso persona a persona con el fin de realizar 

la recolección de firmas que, además de ser desigual en comparación con otras 

regiones del país donde es más asequible dado el potencial electoral y el mayor 

número de personas que pueden llegar a aspirar tal como se demuestra en el 

CUADRO 1 de este escrito. 

 

 



SUBSIDIARIDAD DE LA TUTELA 

 

Si bien es cierto existen mecanismos diferentes a la tutela que podrían 

interponerse tal como la demanda de inconstitucionalidad del Articulo 9 de la Ley 

130 de 1994, es también cierto que la vulneración de mis derechos a la igualdad 

y la limitación al derecho de elegir y ser elegido se verían vulnerados toda vez que, 

como lo relato en el punto SEXTO de los hechos, la Resolución No 2098 del 12 de 

marzo de 2021, “Por el cual se fija el calendario electoral para las 

elecciones de Congreso de la Republica que se realizaran el 13 de marzo de 

2022” establece para presentar como fecha el día 13 de noviembre de 2021 como 

vencimiento del término para el registro de los comités inscriptores de 

candidaturas apoyadas por grupos significativos de ciudadanos y movimientos 

sociales y comités promotores del voto en blanco. 

 

Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia No T-232/14 Magistrado 

ponente Dr. JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB expuso lo siguiente: 

 

“DERECHO A ELEGIR Y SER ELEGIDO-Alcance  

  
Cuando la acción de tutela procede para evitar un perjuicio irremediable 
ante la amenaza o vulneración del derecho a elegir y ser elegido, la 
protección se centra en lograr que el ejercicio de tal derecho no se vea 
afectado o perturbado, toda vez que el ordenamiento legal contempla un 
calendario definido para llevar a cabo dicho proceso. Así, por ejemplo, el 
derecho a elegir no podría protegerse si el acceso a las urnas es impedido a 
alguien que está legalmente habilitado para hacerlo. Por su lado, frente al 
derecho a ser elegido, la protección busca permitir la participación del 
candidato que cumpla los requisitos señalados por la ley para postularse y 
que, en caso de llegar a ser elegido, se le permita cumplir el periodo para el 
cual fue elegido, salvo cuando por vía judicial la misma ha sido declarada 
nula o el mandato sea revocado en los términos de la Constitución”. 

 
En lo que respecta al derecho de la igualdad que considero se me vulnera, en 
sendas sentencias la Corte Constitucional se ha pronunciado y como ejemplo 
traigo a colación un extracto de la Sentencia T-030/17 Magistrado Ponente Dr. 
GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO así: 
 

“DERECHO A LA IGUALDAD-Dimensiones  

  
La Corte ha determinado que la igualdad es un concepto multidimensional 
pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una 
garantía. De esta manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres 
dimensiones: i) formal, lo que implica que la legalidad debe ser aplicada en 
condiciones de igualdad a todos los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) 
material, en el sentido garantizar la paridad de oportunidades entre los 
individuos; y, iii) la prohibición de discriminación que implica que el Estado y 
los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de criterios 
sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen 
étnico, identidad de género, religión y opinión política, entre otras”. 

 
Es por ello que acudo a su Despacho con el fin de invocar vía tutela, se me 

protejan mis derechos fundamentales a la igualdad y a elegir y ser elegido, 

derechos estos que están siendo vulnerados el primero en su totalidad y el 

segundo se está limitando. 

 

 

PRETENSIONES 

 

1. Se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil y al Consejo 

Nacional Electoral, que establezca un mecanismo que me permita 

participar en equidad e igualdad de condiciones en mi aspiración como 

candidato a Representantes a la Cámara de Representantes por Santander 

con relación a los aspirantes a candidatos al Senado de la Republica que 



se presenten mediante registro de listas por grupos significativos de 

ciudadanos, en lo que refiere al numero total de firmas en relación con el 

potencial electoral, teniendo en cuenta que el común denominador es que 

ambas aspiraciones van dirigidas a ser candidatos al Congreso de la 

Republica. 

 

2.  Que se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil y al Consejo 

Nacional Electoral que modifique la ecuación matemática que determina el 

número de firmas válidas que se deben presentar para registrar la lista de 

candidatos por grupos significativos de ciudadanos sin que, en su 

consecución, se ponga en riesgo la salud pública en razón a la emergencia 

sanitaria que se está viviendo en los actuales momentos por cuenta de la 

pandemia del COVID 19 y esta se establezca en condiciones de equidad e 

igualdad teniendo en cuenta que con la que actualmente se ordenó en el 

Artículo SEXTO de la Resolución 2106 del 12 de marzo de 2021 expedida 

por la Registraduría Nacional del Estado Civil se me está limitando el 

derecho a elegir y ser elegido y se me esta violando el derecho a la 

igualdad, ya que la misma no toma como factor diferenciador el potencial 

electoral el cual en algunos casos se desfasa, como quedó demostrado. 

 

MEDIDA CAUTELAR 

 

Se me garantice de manera inmediata mi derecho a la igualdad en condiciones de 

equidad en relación con los aspirantes a candidatos a Senado de la Republica 

presentados por grupos significativos de ciudadanos. 

 

FUNDAMENTO Y SUSTENTO JURIDICO 

 

La Constitución Política de Colombia establece en el Articulo 13 el derecho 

fundamental a la igualdad así: 

 

“ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, 

recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán 

de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 

discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 

lengua, religión, opinión política o filosófica.” 

 

En el caso particular que nos reúne, este derecho fundamental me está siendo 

vulnerado por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil y el Consejo 

Nacional Electoral como órgano rector de las decisiones que en materia electoral 

se deben presentar, toda vez que, como se expuso en los hechos, hay una gran 

diferencia porcentual en el numero de firmas validas que individualmente debo 

recopilar para acceder a ser candidato a la Cámara de Representantes por 

Santander en relación con los aspirantes a candidatos de otros Departamentos y 

en especial con los aspirantes a candidatos al Senado de la Republica, siendo que 

tanto Senado como Cámara hacen parte del Congreso de la Republica. 

 

En lo que se refiere al derecho a elegir y ser elegido, la Constitución Política de 

Colombia lo encuadra dentro de los derechos fundamentales y lo expone en el 

Articulo 40 de dicha norma superior así: 

 

“ARTICULO 40. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la 

conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer 

efectivo este derecho puede: 

1. Elegir y ser elegido. 

2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas 

populares y otras formas de participación democrática. 

3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin 

limitación alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus 

ideas y programas. 



4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que 

establecen la Constitución y la ley. 

5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas. 

6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la 

ley. 

7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los 

colombianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble 

nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción y determinará los 

casos a los cuales ha de aplicarse. 

 

Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación 

de la mujer en los niveles decisorios de la Administración Pública.” 

 

Si bien es cierto, de forma tácita no hay impedimento pleno en la disposición que 

emana del Articulo SEXTO de la Resolución 2106 del 12 de marzo de 2021 

emanada de la Registraduría Nacional del Estado Civil que haga que no pueda 

acceder al derecho de elegir y ser elegido, este se encuentra limitado en cuanto al 

numero de firmas que obligatoriamente se deben presentar en relación con el 

numero del potencial electoral y por las condiciones de salubridad que 

actualmente estamos viviendo a causa de la pandemia del COVID – 19, situación 

esta que no esta de plano limitada a otros actores que aspiran al Congreso de la 

Republica como es el caso de los aspirantes a candidatos al Senado de la 

Republica presentados por grupo representativos de ciudadanos y aspirantes a 

candidatos a la Cámara de Representantes presentados por grupo representativo 

de ciudadanos de otros Departamentos del país con una potencial electoral 

elevado, lo cual facilita el acceso a dicha aspiración y les permite un gasto 

económico en cifras de menor cuantía que los que yo tendría que incurrir toda 

vez que para dicha actividad no existe financiación por parte del Estado. 

 

Los articulo 23 y 24 de la CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS SUSCRITA EN LA CONFERENCIA ESPECIALIZADA 

INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS del cual Colombia es parte, 

expone los derechos políticos y la igualdad ante la Ley de las personas así: 

 

“Artículo 23.  Derechos Políticos 

 

 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades: 

 

 a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 

medio de representantes libremente elegidos; 

 

 b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas 

por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 

expresión de la voluntad de los electores, y 

 

 c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 

públicas de su país. 

 

 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a 

que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, 

nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 

condena, por juez competente, en proceso penal. 

 

Artículo 24.  Igualdad ante la Ley 

 

Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen 

derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”. 

 

En estos dos artículos, se resume mi solicitud de protección de mis derechos 

fundamentales toda vez que los mismos están siendo vulnerados al, en primer 

lugar, limitar mi posibilidad de ser candidato a la Cámara de Representantes por 



el Departamento de Santander y, en segundo lugar al violentarme de manera 

flagrante ante otros actores mi derecho a la igualdad con las condiciones 

impuestas para acceder a dicha aspiración. 

 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado en 

sendas sentencias como el “Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 

2005. Serie C No. 127, párr. 198caso” en sus apartes dice: 

 

“Por su parte, la participación política mediante el ejercicio del 

derecho a ser elegido supone que los ciudadanos puedan postularse 

como candidatos en condiciones de igualdad y que puedan ocupar 

los cargos públicos sujetos a elección si logran obtener la cantidad 

de votos necesarios para ello. (subrayado mio) 

 

--- 

 

Finalmente, el derecho a tener acceso a las funciones públicas en 

condiciones generales de igualdad protege el acceso a una forma 

directa de participación en el diseño, desarrollo y ejecución de las 

políticas estatales a través de funciones públicas. Se entiende que 

estas condiciones generales de igualdad están referidas tanto al 

acceso a la función pública por elección popular como por 

nombramiento o designación”. 

 

La misma Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Castañeda 

Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184” expone lo 

siguiente: 

 

“El artículo 23 contiene diversas normas que se refieren a los 

derechos de la persona como ciudadano, esto es, como titular del 

proceso de toma de decisiones en los asuntos públicos, como elector 

a través del voto o como servidor público, es decir, a ser elegido 

popularmente o mediante designación o nombramiento para ocupar 

un cargo público. Además de poseer la particularidad de tratarse de 

derechos reconocidos a los ciudadanos, a diferencia de casi todos los 

demás derechos previstos en la Convención que se reconocen a toda 

persona, el artículo 23 de la Convención no solo establece que sus 

titulares deben gozar de derechos, sino que agrega el término 

“oportunidades”. Esto último implica la obligación de garantizar con 

medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de 

derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. Como 

ya lo señalara este Tribunal anteriormente, es indispensable que el 

Estado genere las condiciones y mecanismos óptimos para que los 

derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva, 

respetando el principio de igualdad y no discriminación” (subrayado 

mío) 

 

En este caso particular, al existir un menoscabo en mi derecho a la igualdad y 

limitar mi derecho a elegir y ser elegido, permitiendo que una norma como lo es el 

Artículo SEXTO de la Resolución No 2106 del 12 de marzo de 2021 emanado de 

la Registraduría Nacional del Estado Civil, no tenga en cuenta la igualdad de 

condiciones de sus aforados, limita mi oportunidad de acceder como candidato a 

la Cámara de Representantes por Santander si no garantiza medidas positivas 

que permitan que tenga la oportunidad real para ejercer mi derecho de elegir y 

ser elegido y vulnera mi derecho a la igualdad. 

 

Por su parte, la Corte Constitucional mediante Sentencia C-571/17 Magistrado 

Ponente Dr. ALEJANDRO LINARES CANTILLO, hace un extensivo análisis en lo 

que al derecho fundamental a la igualdad se refiere asi: 

 



 

 

“DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD-Consagración en la 

Constitución Política e instrumentos internacionales/PRINCIPIO DE 

IGUALDAD-Mandatos que comprende/JUICIO DE IGUALDAD-

Reglas/JUICIO DE IGUALDAD-Etapas 

 

El derecho a la igualdad está previsto en el artículo 13 de la 

Constitución Política, así como en instrumentos internacionales de 

derechos humanos que, en virtud del artículo 93 numeral 2, hacen 

parte del bloque de constitucionalidad. De este derecho se 

desprenden dos mandatos básicos: (i) otorgar el mismo trato a 

supuestos de hecho equivalentes y (ii) otorgar un trato diferente a 

situaciones de hecho disímiles. Como se observa, el rasgo esencial 

del derecho a la igualdad es que implica un juicio de comparación 

entre dos personas o grupos de personas. Para determinar con mayor 

precisión el alcance del derecho a la igualdad, la Corte ha 

especificado estos dos mandatos generales en cuatro reglas, a saber: 

(i) debe darse un tratamiento distinto a situaciones de hecho que no 

tienen ningún elemento en común; (ii) debe darse el mismo trato a 

situaciones de hecho idénticas; (iii) debe darse un trato paritario a 

situaciones de hecho que presenten similitudes y diferencias, cuando 

las similitudes sean más relevantes que las diferencias; y (iv) debe 

darse un trato diferente a situaciones de hecho que presenten 

similitudes y diferencias, cuando las diferencias sean más 

relevantes que las similitudes. Con el propósito de determinar 

cuándo se presenta alguna de las hipótesis mencionadas antes, la 

Corte ha tenido en cuenta un juicio a partir de tres etapas de 

análisis. Primero, se debe establecer el criterio de comparación 

(también denominado tertium comparationis). Segundo, se debe 

definir si en el plano fáctico y en el plano jurídico existe realmente 

un trato igual o diferenciado. Así, una vez establecido el criterio de 

comparación, debe verificarse si efectivamente existe un trato igual 

o un trato diferenciado o si en realidad el cargo por vulneración del 

derecho a la igualdad parte de una indebida comprensión o 

interpretación de lo que establece la medida analizada. De este 

juicio pueden entonces desprenderse dos hipótesis: o los grupos o 

personas no son comparables a la luz del criterio de comparación y, 

en consecuencia, no se afecta el mandato de trato igual; o los grupos 

o personas si pueden ser asimiladas y, en esa medida, se presenta 

una afectación prima facie del derecho a la igualdad.   Si ocurre lo 

segundo (si las personas o grupos pueden ser asimilados), en tercer 

lugar, se debe determinar si la diferencia de trato se encuentra 

constitucionalmente justificada, análisis que varía, pues puede 

hacerse en intensidades distintas, teniendo como propósito 

salvaguardar el principio democrático y la separación de poderes, 

sin afectar gravemente los derechos inalienables de la persona 

(artículos 1, 5 y 113 de la Constitución, respectivamente). En este 

sentido, la Corte ha señalado que el juicio de proporcionalidad no 

puede ser aplicado con la misma intensidad en todos los casos. De 

no proceder así (es decir, si siempre se aplicara la misma intensidad 

en el análisis de proporcionalidad), las competencias de los 

diferentes órganos del Estado, al igual que las posibilidades de 

actuación de los particulares en ejercicio de la libre iniciativa 

privada, podrían resultar anuladas o afectadas gravemente. Ello se 

debe a que, en últimas, en este paso lo que se analiza es si la 

diferenciación prevista por la medida analizada es o no 

proporcional. Con fundamento en lo anterior, la jurisprudencia 

constitucional ha reconocido tres intensidades que pueden tenerse 

en cuenta para este análisis, a saber: leve, intermedia y estricta. (…) 

En cada caso deberá el juez valorar las diferentes razones que 



concurren para fundamentar la intensidad del juicio, de acuerdo con 

los criterios jurisprudencialmente establecidos”. (subrayado mio) 

 

En esta corta exposición, la Corte Constitucional, establece los motivos que 

encausan la aplicación del derecho fundamental a la igualdad, en el caso que nos 

ocupa, teniendo en cuenta que son supuestos de hecho equivalentes, se me debe 

otorgar el mismo trato que recibe el aspirante a candidato a Senado de la 

Republica presentados por grupo representativos de ciudadanos ya que en ambos 

casos se trata de aspiración futura a hacer parte del Congreso de la Republica. 

 

No se estableció un criterio de comparación para determinar el numero de firmas 

validas que deben reunir tanto la lista a Senado como la Lista a Cámara de 

Representantes presentadas por grupos representativos de ciudadanos toda vez 

que como se demuestra en los CUADROS 1 y CUADRO 2 existe una disparidad 

enorme sin que haya una justificación sustentada que permita comprender esa 

flagrante violación al derecho a la igualdad al cual me veo sometido. 

 

Su Señoría podría argumentar que el Artículo SEXTO de la Resolución No 2106 

del 12 de marzo de 2021 expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil, 

es un acto de “Carácter general, impersonal y abstracto” y que sobre el mismo no 

procedería la acción de tutela pero, la Corte Constitucional pone como excepción 

este mecanismo de defensa de los derechos fundamentales toda vez que este acto 

afecta en forma directa y causa un perjuicio irremediable en mi aspiración a ser 

candidato a la Cámara de Representantes por Santander dado las limitaciones 

que dicha norma general trae implícitas y que me pone en desventaja frente a 

otros actores que aspiran a ser candidatos a la misma corporación como lo es el 

Congreso de la Republica. 

 

Al respecto la sentencia C-132/2018 Magistrado Ponente Dr. ALBERTO ROJAS 

RIOS expone lo siguiente: 

 

“ACCION DE TUTELA CONTRA ACTOS DE CARACTER GENERAL, 

IMPERSONAL Y ABSTRACTO-Improcedencia/ACCION DE TUTELA 

CONTRA ACTOS DE CARACTER GENERAL, IMPERSONAL Y 

ABSTRACTO-Reiteración de jurisprudencia sobre procedencia 

excepcional 

 

 Atendiendo a las características de la acción de tutela, la Corte ha 

explicado que ésta procederá contra actos de contenido 

general, impersonal y abstracto, sólo 

excepcionalmente y como mecanismo transitorio de 

protección de los derechos fundamentales, siempre y 

cuando se trate de conjurar la posible ocurrencia de 

un perjuicio irremediable y, además, sea posible 

establecer que el contenido del acto de carácter 

general, impersonal y abstracto afecta clara y 

directamente un derecho fundamental de una persona 

determinada o determinable. Solo en estos casos el juez 

puede hacer uso de la facultad excepcional consistente en ordenar la 

inaplicación del acto para el caso concreto, con un carácter 

eminentemente transitorio mientras se produce la decisión de fondo 

por parte del juez competente” (subrayado mío) 

 

NOTIFICACIONES 

 

El Accionante, en la carrera 34 # 110-32 Barrio Caldas del Municipio de 

Floridablanca – Santander, teléfono 3184428874 correo electrónico 

hectorsantana2772@hotmail.com  

 



El accionado REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL en la calle 26 # 

51-50 CAN Bogotá, teléfono Conmutador: +57 (601) 220 2880 correo electrónico 

notificaciontutelas@registraduria.gov.co  

 

El accionado CONSEJO NACIONAL ELECTORAL en la calle 26 # 51-50 edificio 

organización electoral CAN Bogotá, teléfono 601 +1 +2200800 correo electrónico 

cnenotificaciones@cne.gov.co  

 

MANIFESTACION BAJO JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la presentación en 
la Secretaría de reparto del presente escrito, respetuosamente manifiesto que NO 
he interpuesto ante ninguna otra autoridad judicial, otra acción de tutela por los 
mismos hechos, derechos y pretensiones. 

Del señor Juez y/o Magistrado 

 

Atentamente 

 

______________________________ 

HECTOR SANTANA CALA 

Anexos: Copia de resoluciones No 2106 del 12 de marzo de 2021 y 2098 del 12 de marzo de 2021 
expedidas por la Registraduría Nacional del Estado Civil 
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